Radicación No. 66001-31-07-001-2016-00133-01

Accionante: Personero de Pueblo Rico, Rda. 
Accionado: INVÍAS y otros. 

Decisión: Revoca parcialmente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 

17 de febrero de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca parcialmente y concede el amparo solicitado

Radicación Nro. :
66001-31-07-001-2016-00133-01 
Accionante: 
PERSONERO DE PUEBLO RICO (En calidad de agente oficioso)
Accionado: 
INVÍAS Y OTROS
 Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DERECHOS A LA VIDA DIGNA Y A  LA INTEGRIDAD PERSONAL. “[L]o que si se comparte con el recurrente es lo relacionado con la señora Amparo González Mosquera, pues los pronunciamientos de todas las entidades vinculadas al asunto poco dijeron al respecto, pues centraron toda su defensa en el tema de las demás familias, sin que se evidencie qué gestiones se han realizado para subsumir los riesgos latentes generados por la obra, o de no ser posible tal prevención, la posibilidad que se le haya brindado para su reubicación; por lo tanto, y con el fin de evitarle un perjuicio irremediable se tutelarán sus derechos fundamentales a la vida digna y a la integridad personal, consecuente con lo cual se ordenará al Instituto Nacional de Vías INVÍAS, la Unión temporal Prosperidad 2011 y al Comité Local de Prevención y Atención de Desastres de Pueblo Rico, Risaralda, que en Coordinación con la Alcaldía municipal, y en el plazo de setenta y dos (72) horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión brinden acompañamiento para darle una solución que resulte efectiva a su problemática.”.   
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Personero Municipal de Pueblo Rico, Risaralda, quien actúa en representación de: AMPARO GONZÁLEZ MOSQUERA, MARÍA ISABEL BERNAL FRANCO y JOSÉ OLMEDO BERNAL BEDOYA, cada uno con su respectivo núcleo familiar; contra el fallo de tutela proferido el 26 de Diciembre de 2016, mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira dispuso no tutelar los derechos invocados por el representante de los accionantes. 
ANTECEDENTES:

Antes de entrar a hacer una relación de los hechos, el accionante hizo una identificación de las partes a las cuales agenciaba, así: 

· Amparo González Mosquera, cuyo núcleo familiar está compuesto por 7 personas, entre las cuales hay 4 adultos y 3 menores de edad, que residen en la vereda Jamarraya, de ese mismo municipio. 

· María Isabel Bernal Franco, cuyo núcleo familiar está compuesto por 6 personas, entre las cuales hay 4 adultos y 2 niños, adicionalmente, todos sus hermanos residen con ella en la Vereda la Cabaña, de ese municipio. 

· José Olmedo Bernal Bedoya, cuyo núcleo familiar está compuesto por 5 personas, entre ellos 2 adultos y 3 niños. 

A continuación hace relación de los hechos, los cuales se pueden sintetizar así:

· En el municipio de Pueblo Rico, Risaralda se están adelantando obras viales, conforme a un contrato de obra suscrito entre el Instituto Nacional de Vías INVÍAS y la Unión Temporal Prosperidad 2011. 

· Dichas obras han generado o amenazan afectar algunas viviendas del tramo intervenido. 

· La señora Amparo González Mosquera, mediante comunicación fechada el 16 de Diciembre del 2015 dirigida a la Unión Temporal Prosperidad 2011 (UTP), manifestó la afectación que había recibido su vivienda y algunas otras del sector a causa de las obras que se estaban realizando, presentándose deslizamientos y situaciones peligrosas que han cerrado el acceso a su vivienda en varias ocasiones; petición que reiteró el 18 de noviembre, por lo que ante la ausencia de respuesta, finalmente optó por acudir a la Personería municipal para obtener apoyo por parte de ésta y poder conjurar así su situación. 
· La señora María Isabel Bernal Franco se presentó también ante esa Personería para solicitar apoyo en cuanto a la mencionada situación, por cuanto aludió que en la UTP no le habían recibido un derecho de petición que estaba dirigido a solicitar una atención prioritaria conforme a la situación que se estaba experimentando en el sector.
· Señaló el accionante que ni él ni sus representados obtuvieron respuesta a las peticiones formuladas por sus prohijados, ni se ha brindado una solución adecuada a la problemática del sector, razón por la cual acudió a esta acción de tutela. 

Expuesta la situación, solicitó la protección de los derechos fundamentales a la vivienda digna, a la seguridad personal, a la vida en condiciones dignas y a la integridad física de las mencionadas familias, ordenando a las accionadas reubicar a estas familias, con las erogaciones que sean necesarias, mientras sea imperioso para la protección de sus derechos fundamentales. 
Indicó que en caso de que el riesgo no pueda mitigarse, se deberían tomar medidas de carácter permanente para garantizar los derechos de los afectados, entre ellos la vivienda, además  de requerir a las administraciones Departamentales y Municipales para que desarrollen planes de vivienda que beneficiaran a los afectados. Finalmente se solicitó una medida provisional, la cual constó en que se reubicaran a sus representados y a sus familias.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el día 13 de Diciembre del 2016 y corrió traslado al Instituto Nacional de Vías – INVÍAS- y la Unión Temporal Prosperidad 2011 en la forma indicada en  la ley, de igual forma ordenó vincular de manera oficiosa al Municipio de Pueblo Rico.

Posteriormente vinculó al Comité Local de Prevención y Atención de Desastres, en cabeza de la Secretaría Municipal de Pueblo Rico, al Comité Regional del Departamento de Risaralda, la Unidad Nacional de Gestión de Riesgo, y la CARDER. 
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 26 de Diciembre de 2016, no tutelar los derechos fundamentales deprecados por el accionante al considerar que de todas las pruebas aportadas lo que se evidenció fue que el responsable de la obra U.T Prosperidad 2011 ha realizado las labores tendientes a notificar a los afectados de su situación de riesgo y les ha ofrecido alternativas de solución, pese a lo cual los representantes de los núcleos familiares afectados no han atendido su llamado. 
Y en cuanto al caso de la señora Amparo González Mosquera, manifestó el A-quo que sus peticiones fueron atendidas por la U.T Prosperidad 2011, sin evidenciarse la negligencia por parte de dicha entidad para cumplir con sus obligaciones legales.  
IMPUGNACIÓN

El día 3 de Enero de 2017, el Personero de Pueblo Rico –accionante- allegó escrito de impugnación contra la decisión de primera instancia, en el cual señaló que la defensa y el estudio del asunto son anacrónicos pues confunden las causas del riesgo, ello porque en el año 2015 tan sólo había unas conclusiones derivadas de unos estudios técnicos, sin que se hubiera presentado ningún tipo de riesgo, como si ocurre en la actualidad con los deslizamientos que se han venido presentando. 
No se puede entonces acoger una defensa con base en argumentos de situaciones que ocurrieron en el año 2015, cuando los accionados sólo hasta el mes de diciembre de 2016 y ante el conocimiento de la interposición de la acción de tutela fueron prestos a adelantar reuniones para la reubicación de los afectados. 

Señaló que contrario a lo manifestado por el Despacho, esa Agencia del Ministerio Público si ha adelantado las gestiones administrativas del caso al haber hecho un requerimiento a la U.T Prosperidad 2011 para la protección de los derechos de sus representados y emitió posteriormente una función preventiva, adicionalmente ha participado en el Consejo Municipal de Gestión de Riesgo llevado a cabo por sugerencia de esa Unión el 26 de noviembre de 2016.

Manifestó igualmente que las fotografías que adjuntó, a pesar de no ser conceptos técnicos, son plena prueba de la situación padecida por sus representados. 

Por otra parte, el Juez de conocimiento confundió los derechos reclamados con el de petición al asegurar que ya se le respondió su requerimiento. 

Igualmente explicó que la Personería no cuenta con presupuesto ni conocimientos que le hayan permitido conocer el contenido técnico y especializado de los temas desarrollados por la CARDER y demás organismos, por lo tanto se debe partir del principio de buena fe, entendiendo que lo expuesto por los ciudadanos es dentro de su concepción de la realidad y debe dárseles credibilidad. 
Refirió que la situación de riesgo en que se encuentran estas familias debe protegerse de manera inmediata, y aunque hasta ahora no han sucedido hechos qué lamentar, esto no garantiza que en futuro suceda. 
Por otra parte, las intervenciones llevadas a cabo por los accionados no han sido efectivas respecto de la señora Amparo González, pues aunque se realizaron “obras de mitigación”, éstas no detuvieron los deslizamientos que se presentaron en el mes de noviembre de 2016, por lo que el 19 de diciembre ofrecieron la realización de un muro de contención, pero la construcción del mismo se dilatará en el tiempo, persistiendo entonces el peligro, por lo que es pertinente su reubicación, por lo menos mientras se efectúa la construcción de tal muro, sobre todo porque actualmente se encuentra en gran riesgo el camino por donde acceden a su residencia, por donde deben transitar a diario, sobre todo porque pronto iniciarán sus estudios académicos los menores que allí habitan. 
Ahora, la negativa de las otras familias a ser reubicadas obedece a que los lugares ofrecidos no brindan un mínimo de dignidad y que ofrezcan condiciones de habitabilidad para ellos, al ser una familia compuesta por 14 personas; y según informa la señora María Isabel Bernal, después de las acciones adelantadas por la Personería aceptaron desocupar la vivienda, encontrando un sitio para el cual el cánon de arrendamiento es de 400.000 pesos, valor que no ha sido aceptado por la Unión Temporal Prosperidad 2011 pues el límite es de 300.000 pesos. En vista de ello, trasladar a una familia tan numerosa a un lugar con dos habitaciones, cuyo valor sea 260.000 o 300.000 es totalmente indigno.  

Tampoco se puede perder de vista que varios de los integrantes de esas familias son trabajadores del campo, por lo tanto, las peticiones se han planteado de dos formas: en primer lugar, en la medida provisional una reubicación urgente y transitoria, y en segundo lugar, una reubicación definitiva que tenga en cuenta sus actividades agrícolas. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar si ha existido vulneración a alguno de los derechos fundamentales de las familias representadas por el Personero municipal de Pueblo Rico, por parte de alguna de las entidades vinculadas. 
Para efectos de evitar confusiones, el presente asunto se puede dividir en dos, uno es el caso de la señora Amparo González Mosquera, y otro el que tiene relación con la familia Bernal. 

Debe mencionarse en primer lugar que el Juzgado de primera instancia hizo un amplio estudio de la situación relacionada con esta última familia, determinando que frente a ella no existió vulneración de sus derechos fundamentales por parte de las entidades accionadas, postura que, desde ya advierte esta Sala, compartirá, y ello tiene asidero en que como bien fue abordado por el A-quo existe evidencia en el líbelo sobre el actuar de las encartadas teniente a brindar una solución efectiva que garantice los derechos fundamentales de esta familia. 

Pese a que el accionante muestra su desacuerdo, al referir que las accionadas no ejercieron ningún tipo de acción durante más de un año, y que aunque al principio se plantearon propuestas para la familia Bernal, para aquel entonces sólo existían conclusiones derivadas de unos estudios técnicos, sin evidenciarse la situación de riesgo, no obstante los motivos que actualmente ocasionaron la acción constitucional son los derrumbes que se han venido presentando y que actualmente ponen en inminente riesgo la vida de sus representados, es decir, inicialmente existía sólo un riesgo, pero éste se está materializando hoy en día. 
Contrario a sus manifestaciones esta Sala considera que por parte de las accionadas si se han brindado soluciones a  esta familia, y ello se evidencia en las múltiples pruebas que adjuntaron a sus respuestas, de este modo, se observa entre muchos otros, a folio 75 una memoria de reunión llevada a cabo con la familia Bernal, de fecha 14 de diciembre de 2016, durante la cual la Unión Temporal Prosperidad 2011 le hizo saber a dicha familia que mantenía las condiciones establecidas dos años atrás, acerca de la posibilidad de buscar tres viviendas para su reubicación temporal, sobre las cuales además existe el compromiso de pagar los cánones de arrendamiento y servicios públicos; de igual modo se observa a folio 108, en un oficio que se le remitió el 9 de diciembre de 2016 al señor José Olmedo, (y que además información similar se le brindó a la señora Ángela María Bernal Franco, María Isabel Bernal Franco, la Secretaría de Planeación Municipal y al mismo impugnante; con sus respectivas constancias de notificación), en el que claramente se observan cada una de las acciones que ha realizado la Unión Temporal Prosperidad 2011, entre ellas se evidencia que en repetidas veces esa entidad ha solicitado a la familia su reubicación, ofreciéndole la oportunidad de buscar las casas a su gusto, inclusive por parte de esa entidad se consiguieron dos lugares que no fueron aceptados por la familia. 
En vista de todo ello, no son de recibo las afirmaciones caprichosas del accionante al señalar que los lugares brindados a la familia Bernal no ofrecen el mínimo de dignidad y condiciones de habitabilidad por ser una familia de 14 personas, pues recuérdese que se les ha ofrecido y se les sigue ofreciendo la oportunidad de buscar 3 viviendas a su gusto, cuyo valor de arrendamiento no exceda de 300.000 pesos. Y si bien es cierto, los múltiples requerimientos que se le han hecho a la familia, aunque en un principio eran generados de estudios técnicos como menciona el accionante, se estaba previendo y poniendo en conocimiento de la comunidad acerca del riesgo que se avecinaba y las razones por las que había que tomar medidas desde ese mismo momento, por lo que no era necesario esperar que el riesgo se materializara para tomar medidas urgentes y de prisa.  

Ahora, lo que si se comparte con el recurrente es lo relacionado con la señora Amparo González Mosquera, pues los pronunciamientos de todas las entidades vinculadas al asunto poco dijeron al respecto, pues centraron toda su defensa en el tema de las demás familias, sin que se evidencie qué gestiones se han realizado para subsumir los riesgos latentes generados por la obra, o de no ser posible tal prevención, la posibilidad que se le haya brindado para su reubicación; por lo tanto, y con el fin de evitarle un perjuicio irremediable se tutelarán sus derechos fundamentales a la vida digna y a la integridad personal, consecuente con lo cual se ordenará al Instituto Nacional de Vías INVÍAS, la Unión temporal Prosperidad 2011 y al Comité Local de Prevención y Atención de Desastres de Pueblo Rico, Risaralda, que en Coordinación con la Alcaldía municipal, y en el plazo de setenta y dos (72) horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión brinden acompañamiento para darle una solución que resulte efectiva a su problemática.   
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE la decisión, en lo concerniente a no tutelar los derechos de la señora AMPARO GONZÁLEZ MOSQUERA y su núcleo familiar, y mantenerlo en la negativa frente a los demás accionantes, por las razones expuestas en precedencia.
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la VIDA DIGNA y a la INTEGRIDAD PERSONAL de la señora AMPARO GONZÁLEZ MOSQUERA y su núcleo familiar.
TERCERO: ORDENAR al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS –INVÍAS-, la UNIÓN TEMPORAL PROSPERIDAD 2011 y al COMITÉ LOCAL DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES DE PUEBLO RICO, Risaralda, que en Coordinación con la ALCALDÍA MUNICIPAL, y en el plazo de setenta y dos (72) horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión brinden acompañamiento a la señora AMPARO GONZÁLEZ MOSQUERA y su núcleo familiar, para darle una solución que resulte efectiva a su problemática.   
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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